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ANDORRA:
EL PROCESO DE CONSTRUCCIÓN
NACIONAL DE UN MICROESTADO

PIRENAICO
Joan J. Pujadas
Universidade Rovira i Virgili, Tarragona

Andorra como micro-estado fronterizo

Andorra constituye, junto a Liechtenstein, San Marino, Mónaco y el
Vaticano, uno de los cinco micro-estados de Europa. Todos y cada uno de
estos estados tienen sus raíces territoriales y político-institucionales en el
complejo tablero de ajedrez de la geopolítica europea de los períodos tardo-
medieval y absolutista1. Liechtenstein, erigido en condado desde 1699 por
la familia nobiliaria que da nombre al país, a partir de la unión de los seño-
ríos de Vaduz y Schellenberg adquiere el estatuto de Principado en la época

1 Por sus particularidades extremas, he considerado oportuno eliminar el análisis del Vaticano de este
intento de presentación comparativa de los micro-estados europeos.



del emperador Carlos VI, veinte años después, en 1719. A lo largo de la pri-
mera mitad del siglo XIX formó parte sucesivamente de la Confederación
del Rhin y de la Confederación Germánica, integrándose en la esfera eco-
nómica de Austria, y estableciendo con ésta una Unión Aduanera (1851) y
monetaria (1856). Acabada la Primera Guerra Mundial, Liechtenstein
aprueba su primera constitución (1921) y se integra en la economía suiza,
con quien establece una unión monetaria (1921) y aduanera (1924). Inter-
nacionalmente el Principado es representado por Suiza, quien dirige sus rela-
ciones exteriores, diplomáticas y consulares. Como sus vecinas Austria y
Suiza, Liechtenstein combina en sus 150 km2 una productiva agricultura de
huerta, en la pequeña zona llana que posee junto al río Rhin, con industrias
farmacéuticas, textiles y de maquinaria de precisión. Posee, asimismo, una
desarrollada industria turística2.

San Marino se halla situado en las últimas estribaciones de los montes
Apeninos, tan sólo a 10 km del mar Adriático, constituyendo un enclave
enteramente italiano. Fundada en el siglo IV, constituye la república euro-
pea más antigua. En sus exiguos 61 km2 desarrolla una agricultura basada
casi exclusivamente en la vid, pero su principal fuente de ingresos la cons-
tituye el turismo. Mónaco, tras el Vaticano, es el micro-estado más dimi-
nuto, con tan sólo 1,5 km2, situado en un peñasco sobre el mar
Mediterráneo, dentro de la región francesa de los Alpes marítimos. Su
régimen político es el de un Principado hereditario del que el actual titu-
lar, Rainiero, representa la generación número 33 desde el acceso de la
familia Grimaldi al trono. Montecarlo, su capital, fue creada a mediados
del siglo pasado y posee una población aproximada de 20.000 personas.
Además de la actividad turística, con sus famosos hoteles, restaurantes y el
Gran Casino como principales atractivos, el Principado alberga industrias
textiles, mecánicas, químicas, alimenticias, gráficas y farmacéuticas, así
como artesanías cerámicas y del vidrio. Los principales recursos presu-
puestarios del país provienen de los derechos de registro, las percepciones
aduaneras y los impuestos sobre las ventas. Su fiscalidad atrae, igual que
Andorra, a importantes personas de negocios, artistas y deportistas, con
importantes rentas personales.
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2 Existe muy poca bibliografía de carácter comparativo sobre los microestados europeos, entre las
fuentes muy heterogéneas que he consultado para la elaboración de estas páginas quisiera destacar los
textos de Descheemaeker (1970) y Mallart (1985).



Resumimos en una tabla diferentes parámetros significativos para com-
parar a Andorra con los otros tres micro-estados europeos.

Países Población Extensión PNB/Mill. PNB/cápita Principal
Dólares actividad

Andorra 59.000 453 km2 900 15.000 comercio 
Liechtenstein 30.000 157 km2 1.000 33.000 industria
Mónaco 20.000 1,5 km2 680 22.500 turismo
San Marino 20.000 60 km2 510 20.500 turismo

(Fuente: Anuario El País, 1996)

Los cuatro países comparten su dependencia respecto a los Estados-
nación circundantes: Suiza (Liechtenstein), Francia (Mónaco) e Italia (San
Marino), excepto Andorra, que depende formalmente de dos coseñores (el
obispo de Seo de Urgel y el presidente de la República francesa), aunque
social y económicamente queda dentro del área de influencia de Francia y
España, como Estados-nación, especialmente desde la aprobación de la
Constitución Andorra en 1993, que reduce a funciones poco más que pro-
tocolarias el poder absoluto que tuvieron antaño los dos señores.

Desde la perspectiva económica, Andorra puede considerarse un país
rico, aún teniendo el producto nacional bruto por habitante más bajo de los
cuatro micro-estados de la muestra. El PNB por habitante en España, por
ejemplo, es tan sólo de 12.460 dólares. Además hay que tener en cuenta los
bajos salarios de una parte importante del numeroso contingente inmigrado.
Esto permite inferir que la población estable de Andorra puede estar muy
cercana a la de los demás países de la muestra.

Los paralelismos históricos e institucionales entre Andorra y San Marino
son bien interesantes. Los orígenes de ambos países son legendarios. Si en el
caso de Andorra la tradición remonta la fundación del país a una Carta Pue-
bla concedida por Carlomagno a inicios del siglo IX, la tradición sanmari-
nense se refiere a Marino, un tallador de piedra, que en el año 301 habría
instituido en el Monte Titán una comunidad laico-religiosa que habría deri-
vado en una teocracia, convirtiéndose en el siglo XI en una comunidad laica,
para constituirse como república en la primera mitad del siglo XV, época en
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que el Papa Pío II concede una bula con la delimitación de su territorio. Si
Andorra ha formado parte de un señorío eclesiástico (compartido con otro
señor francés), San Marino formó parte durante siglos del Estado Vaticano,
para pasar posteriormente a Italia. Tanto un país como otro han tenido que
luchar secularmente para el mantenimiento de su independencia y libertad.
Si ello ha sido posible es, posiblemente, porque en ambos casos se trataba de
un territorio muy exiguo y escarpado, en medio de las montañas pirenaicas
y apeninas respectivamente. Mientras Andorra está dividida en siete parro-
quias, San Marino lo está en once castelli, cada uno de los cuales tiene su res-
pectiva iglesia señalando los límites. Ambas se basan más en la costumbre
que en la legislación escrita y específica, con un fuerte componente de dere-
cho común, esto es, el derecho romano. En ambos casos este derecho con-
suetudinario común es recogido en sendos costumbrarios, que datan
respectivamente del siglo XVII (San Marino) y del siglo XVIII (en Andorra).
Sus respectivos órganos legislativos poseen un rasgo común colegial, al Con-
sell General andorrano, compuesto por 28 miembros, le corresponde el Con-
siglio Grande e Generale sanmarinense, constituido por 60 miembros, con
dos capitanes regentes que son elegidos cada seis meses. Las funciones del
Consell General, en el caso andorrano, venían severamente recortadas por la
acción absolutista de sus soberanos. En ambos casos, finalmente, existe una
lengua distintiva (el catalán en el caso de Andorra) o un dialecto específico
(el romagnolo en el caso de San Marino), que se hablan conjuntamente con
las lenguas de los respectivos países circundantes: español y francés en un
caso e italiano en el otro

3
.

Los paralelismos entre Andorra y Mónaco son también notables en otros
aspectos. Por un lado ambos se rigen por un sistema de principado (co-prin-
cipado en el caso andorrano). Este estatuto o privilegio tiene en ambos casos
raíces en sendos señoríos medievales. A inicios del siglo XVII Honorato II
toma el título de príncipe (concretamente en 1612), mientras que el obispo
de Urgel adoptó ese título en 1633, como medio para diferenciarse del resto
de señoríos que existían en la época4. La Revolución francesa genera la ane-
xión de Mónaco al territorio francés, aunque en 1814, bajo el Imperio napo-
leónico, recupera su autonomía. En el caso andorrano, por el contrario, la
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3 En el caso de Mónaco y de Liechtenstein se hablan respectivamente las lenguas de los países pro-
tectores, francés y alemán.

4 Descheemaeker (1970: 193) señala que a inicios del siglo XVII existían en Francia aproximada-
mente 80.000 señoríos.



revolución supone la desvinculación del co-principado francés, ya que el
directorio revolucionario rehusa seguir cobrando la qüèstia, o tributo señorial,
que le ofrecen los andorranos. Éstos no desean “liberarse” del co-príncipe
francés para evitar caer en las manos exclusivas del otro señor, el obispo de
Urgel, cuya proximidad física de los Valles hubiese supuesto una dependencia
política mucho más grande y también, posiblemente, la anexión a España,
tarde o temprano5. En ambos casos, también, la dependencia respecto a sus
“grandes” vecinos ha supuesto problemas y vicisitudes constantes, que en el
caso de Mónaco supusieron la pérdida de la mayor parte de su territorio ori-
ginal y su confinamiento a las 150 Ha actuales. De hecho tan sólo Mónaco
ha perdido su integridad territorial, ya que Liechtenstein y San Marino, como
Andorra, han mantenido sus fronteras a lo largo de los siglos. Un rasgo de la
dependencia monegasca es que la mayor parte de sus príncipes, a lo largo de
los siglos XVI y XVII, no vivieron nunca en su señorío, sino que mantuvie-
ron su situación de privilegio, gracias a formar parte de la Corte del rey de
Francia. Paralelamente, los señores de Andorra, esto es, el obispo de Urgel y
el rey o el presidente de la república de Francia, nunca residieron en Andorra6. 

Los paralelismos de Andorra con Liechtenstein hay que buscarlos, por un
lado, en su carácter de enclave fronterizo entre dos estados importantes, Aus-
tria y Suiza, en un caso, Francia y España, en el otro. Ahora bien, mientras
Liechtenstein ha pertenecido, en calidad de protectorado, sucesivamente a
Austria y Suiza, Andorra ha estado secularmente bajo la influencia dual y
simultánea de sus vecinos o, mejor, de sus copríncipes, que eran francés y
español respectivamente. La gran diferencia de Andorra respecto a los otros
tres casos es que Andorra ha poseído siempre un estatuto especial y no ha sido
asimilada política y económicamente por sus países protectores. La gran
peculiaridad de Andorra ha sido siempre su sistema aduanero con los vecinos
del norte y del sur, que le ha permitido disfrutar de los privilegios comercia-
les de que disfrutaban respectivamente franceses y españoles en su propio
territorio, pero sin ninguna de las desventajas desde el punto de vista fiscal.
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5 El régimen de Coprincipado ha sido una de las premisas tanto de la independencia como de la
libertad de que han gozado los andorranos de facto, aunque no de iure. La estrategia ha consistido
siempre en pedir la protección de un señor cuando el otro se excedía en sus funciones y/o preten-
siones.

6 En el caso del copríncipe francés su “distanciamiento”, y de hecho su desvinculación de Andorra,
llevó a que nunca un copríncipe francés hubiese visitado Andorra, desde que el Coprincipado pasó en
el siglo XVI del Condado de Foix a la Corona francesa y, siglos más tarde, a la República francesa. El
primero en visitarla fue el general De Gaulle en 1967.



Históricamente el contrabando ha sido uno de los medios de subsistencia y,
a la vez, de enriquecimiento de las familias ganaderas más importantes. Estas
actividades de contrabando se amparaban precisamente en la impunidad de
comerciar con ganado de origen español en Francia, como si dicho ganado
fuese de origen andorrano y, al revés, con el ganado de origen francés en
España. Dichas actividades han sido mínimas en los otros tres micro-estados.
La práctica de la neutralidad política ha sido tanto en el caso de Liechtenstein
como en el de Andorra la precondición de su independencia. En el primer
caso fue la doble habilidad de su príncipe reinante a inicios del siglo XX, Juan
II, de mantenerse fuera del conflicto bélico de 1914-18 y, tras la derrota de
Austria, asociarse a Suiza, lo que garantizó una autonomía territorial que, en
caso contrario, hubiese perdido con toda seguridad. Andorra, por su parte,
no ha participado nunca en ninguno de los múltiples conflictos que secular-
mente han enfrentado a Francia y a España. Ha servido, eso sí, de espacio de
evasión o refugio para los que huían de las contiendas en uno u otro sentido7.
La ausencia de los regentes de Liechtenstein de su territorio, como en el caso
de Mónaco y Andorra, ha sido una de las características de esta forma de
gobernar a distancia. Miembros importantes de la Corte de Viena, los prín-
cipes de la Casa de Liechtenstein han detentado tradicionalmente una de las
fortunas y posesiones más importantes del continente8.

Hasta hace bien pocos años, 1993, Andorra era el único micro-estado sin
una verdadera soberanía. Es más, en sentido estricto no podía hablarse de
Estado ya que, a diferencia de lo que sucede con los otros tres, no podía
romper los tratados y convenios de cooperación con los estados vecinos, por-
que quienes tenían la facultad de aprobarlos eran los dos copríncipes, soli-
dariamente, y estos representaban los intereses respectivos, a menudo
contradictorios, de España y de Francia. La aprobación de la Constitución
andorrana en 1993 ha cambiado radicalmente la situación y ahora el mar-
gen de maniobra andorrano es posiblemente superior al de los otros tres,
precisamente porque las relaciones de protección tradicionales de sus veci-
nos son duales y no dependen de un estado único. Este dualismo, como
veremos más adelante, ha sido una circunstancia que ha favorecido históri-

358

7 La llegada de importantes contingentes de exilados catalanes de la Guerra Civil Española explica
en buena medida el gran despegue económico que experimenta el Principado en la segunda mitad de
este siglo.

8 Todavía se guarda en Vaduz la famosa carroza de oro con la que el príncipe Wenzel hizo su entrada
en Versalles para presentar sus credenciales como embajador del Santo Imperio a Luis XV.



camente a los andorranos, a pesar del carácter absolutista de la soberanía de
sus coseñores9.

Una de las imágenes más corrientes respecto a estos enclaves políticos es
que los micro-estados son paraísos fiscales. Si bien es cierto en muchos sen-
tidos, las restricciones que la Unión Europea y los respectivos países protec-
tores han ido imponiendo a lo largo del tiempo han recortado
significativamente esta condición. En el caso de Mónaco, Francia le impuso
en 1964 una serie de restricciones que limitaron esa impunidad fiscal, espe-
cialmente en lo que se refiere a las personas con ciudadanía francesa. Actual-
mente, la condición de paraíso fiscal solamente se aplica a los ciudadanos
monegascos y a los residentes extranjeros no franceses que tienen allí su
domicilio, quienes no están gravados con impuestos directos; mientras que
los impuestos indirectos que se aplican son los mismos que en Francia. Tanto
San Marino como Liechtenstein tienen impuestos directos como indirectos,
pero Liechtenstein posee una legislación especialmente benévola que per-
mite que en su territorio operen holdings y sociedades extranjeras. Andorra,
en este contexto, constituye el único paraíso fiscal pues, además de carecer
de impuestos directos, posee una total exención de impuestos aduaneros a
sus importaciones, que tiene su compensación evidente en un severo control
aduanero de exportación de mercaderías, tanto hacia Francia como hacia
España. En cualquier caso el contrabando directo y el contrabando indi-
recto, que supone la exportación de productos a través de los millones de
visitantes que acuden a Andorra, garantiza hasta cierto punto una impuni-
dad fiscal sin precedentes en otros enclaves europeos.

Obviamente, las significativas diferencias que muestran los cuatro casos
esbozados nos permiten establecer el amplio margen de maniobra que existe
en estos diminutos países para desarrollar modelos propios de economía y de
organización social y política, a pesar de las restricciones y constreñimientos
que supone para todos ellos su dependencia de los Estados-nación vecinos.
En cualquier caso, es cierto que la naturaleza de las instituciones de los
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9 Los conflictos del Consell General de los Valles con los copríncipes episcopales, desde mediados
del siglo XIX, cuando éstos pretendían usar de su condición de “príncipes soberanos” a través de un
intervencionismo abusivo en los Valles, generó constantes reacciones sociales y políticas, ya que los
andorranos no estaban acostumbrados, pues el absolutismo señorial no se había ejercido casi nunca
de manera directa. En esta coyuntura el recurso a la protección del copríncipe francés fue la solución.
Los sutiles hilos de la diplomacia andorrana sacaron provecho del dualismo del sistema, buscando
ventaja en la activación de la confrontación de intereses entre ambos soberanos.



micro-estados está fuertemente condicionada por la naturaleza de las rela-
ciones que éstos establecen con sus respectivos estados protectores y, tam-
bién, con el grado de control que estos últimos ejercen sobre aquellos. 

El caso de Andorra, en concreto, nos muestra como su ubicación en un
territorio escarpado, parcialmente inaccesible (especialmente desde Francia),
ha contribuido tanto a su aislamiento como al mantenimiento de su secular
autonomía de facto. Al ser, por otro lado, los Pirineos un lugar estratégico de
frontera, la existencia de Andorra ha significado durante siglos para los rei-
nos situados al norte y al sur de este territorio un lugar neutral, una salva-
guarda frente a eventuales invasiones. Aunque parezca paradójico, este papel
de muro protector de los Valles en la estrategia militar francesa y española
oscureció o dejó en un segundo plano el espíritu anexionista de ambos esta-
dos, con lo que el Principado quedó al margen del reparto territorial que
Francia y España establecieron en el siglo XVII a propósito de la firma de la
Paz de los Pirineos. También el papel estratégico que se atribuyó al pequeño
país explica, posiblemente, la gran tolerancia que ambos estados tuvieron
siempre respecto al contrabando andorrano, que burlaba sistemáticamente
sus dispositivos fiscales y aduaneros. Hay que tener en cuenta, de todos
modos, que dichas actividades fueron, hasta hace poco, de muy pequeña
escala. Las más perjudicadas eran las economías locales de los valles pirenai-
cos adyacentes, al norte y al sur de la frontera. Y fueron dichas comunida-
des de montaña las que históricamente más contribuyeron, con sus críticas,
a la envidiable impunidad andorrana, a la creación de las abundantes leyen-
das que sobre Andorra se han creado y que definen un territorio simbólico
que no es ajeno a las realidades que queremos analizar en este trabajo.

Junto a su condición de micro-estado, Andorra muestra otra caracterís-
tica definitoria y estructurante de su realidad social, económica y cultural, su
condición de país de frontera o de país bisagra. Más allá de las ventajas eco-
nómicas que los andorranos han sabido explotar en relación a su condición
de fronterizos hay que destacar las implicaciones culturales de su condición
de enclave territorial. La mayor parte de especialistas sostiene la existencia de
una cultura pirenaica diferenciada de las matrices culturales francesa y espa-
ñola respectivamente (Krüger, 1995; Sahlins, 1993; Violant i Simorra,
1949). Lo mismo puede decirse de las matrices occitana, vasca, aragonesa o
catalana, que son las que tienen una presencia más directa en la región pire-
naica. De hecho, éste es un fenómeno característico de todas las áreas de
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frontera, ya que sus habitantes “tienden a compartir intereses y formas cul-
turales comunes que no solamente trascienden la frontera sino que diferen-
cian a la zona fronteriza de las más amplias culturas nacionales presentes en
sus respectivos estados-naciones” (Douglass, 1994: 45).

Las zonas de frontera (bordelands), como lugares de transición y limina-
lidad, constituyen espacios de interacción bicodales donde la gente habla las
dos lenguas en contacto, mantiene contactos regulares a ambos lados de la
frontera, estableciendo lazos de amistad y parentesco, así como determina-
dos tipos de acuerdos que pueden ser de ámbito personal o comunal, como
es el caso pirenaico de las facerías (cast.), patzerias (eusk.), pariatges (cat.), o
passeries (fr.), que garantizan a los habitantes de los pueblos fronterizos
franco-españoles derechos de pasto y acceso al agua de las tierras comunales
situadas en el país vecino (Comas d’Argemir y Pujadas, 1985; Douglass,
1994; Fairén, 1962; Pujadas, 1997; Sermet, 1985)10. Para las gentes de fron-
tera (frontiermen) las fronteras no representan un muro de separación, sino
un puente en torno al que se establece una comunidad de intereses.

En el caso de Andorra el grado de complejidad estructural es superior al
de cualquier otro enclave pirenaico. Por un lado existe una doble frontera, al
norte y al sur de un “espacio nacional” que, todo él, es fronterizo. Por otro
lado, existe una triple superposición de códigos (andorranos, franceses, espa-
ñoles) que se manifiesta tanto en el consolidado trilingüismo del Principado,
como en el triple sistema de enseñanza público que depende, respectiva-
mente, de los estados andorrano, español y francés. Además, Andorra posee
una estructura poblacional multinacional, constituyendo, paradójicamente,
la población andorrana una minoría dentro de su propio país, ya que no
supera el 25% de la población total11.
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10 Fairén (1962), al presentar esta figura del derecho consuetudinario pirenaico, destaca su carácter
universal, que se expresa en las diferentes lenguas pirenaicas con heterónimos como patzeria, patza-
ria, passerie, concordat, pariatge o pariaje. Etimológicamente parece claro que el significado principal
es “regulación de la paz”, lo que posee una lectura a la vez política y económica. En su concreción
intercomunal, vigente hasta hoy en día, esta figura regula el acceso mutuo de los pueblos vecinos de
un lado y otro de la frontera a los respectivos pastos, al aprovechamiento de bosques y el acceso al
agua. Pero el pareaje medieval era también un acuerdo político señorial que podía regular disputas
territoriales de más amplio calado entre un señor y un vasallo, como es el caso de los Pariatges de la
segunda mitad del siglo XIII, que establecen el estatuto de Andorra como Coprincipado.

11 Solamente hallamos una situación relativamente comparable en el Valle de Arán, comunidad de
habla occitana en la vertiente norte del Pirineo, a la que el Estatuto de Autonomía de Cataluña reco-
noce su peculiaridad, a nivel institucional, cultural y lingüístico. El sistema escolar prevé la enseñanza
trilingüe en aranés, catalán y español, siendo el francés una lengua estudiada y hablada casi por todo
el mundo.



La transición social andorrana

La mayor parte de la bibliografía sobre Andorra se ha dedicado a estudiar
las “peculiaridades únicas” del Principado en el orden jurídico-institucional,
destacando el carácter medieval de sus instituciones políticas, desde el
mismo Coprincipado, basado en unos pariatges firmados en 1278, hasta las
características de las instituciones comunitarias, que todavía están vigentes
hoy en día: el Consell dels Comuns, el Consell General, los tribunales de Corts
y de Visura, la división del exiguo territorio en parroquies, quarts y veïnats,
las sesiones “tradicionales” del Consell General, perfectamente prefijadas en
cuanto a fechas y temas a tratar -Consell de Setmana Santa, Consell de Sanco-
gesma, Consell de Sant Andreu y Consell de Sant Tomàs. El Consell General
está compuesto por 28 consellers, bajo la presidencia de un síndic (la máxima
autoridad andorrana en materia legislativa y que también lo fue hasta 1982
en materia administrativa, pues no había hasta entonces separación de fun-
ciones), secundado por un sub-síndic. Los Consells de Comú tienen una
composición variable, pero están siempre presididos por un cònsol major y
un cònsol menor.

La lógica de la sociedad andorrana tradicional se basa en la acción comu-
nitaria, que tiene en los quarts y parroquies su eje básico, mientras que el país
en su conjunto, representado políticamente por el Consell General, se con-
cibe como mera unión o federación parroquial. La propiedad de la tierra es
comunal, y son los Consells de Comú los que arbitran en nombre de los veci-
nos el acceso a los pastos estivales de altura, los llamados cortons, por medio
de subasta, o quienes alquilan los pastos sobrantes a rebaños extranjeros
(conlloc). Los Comuns también son los que ceden terrenos comunales para
uso particular (bohigues), o los que organizan el acceso a los terrenos de pasto
cercanos a los pueblos (rebaixants) y, también, los que acuerdan con otras
parroquias el aprovechamiento de ciertos recursos comunes (emprius). Los
impuestos son también comunales: el foc i lloc se paga por el derecho a tener
una casa, el estrany lo pagan tanto los ganaderos por cada cabeza de ganado
como los extranjeros residentes por los bienes inmuebles que poseen en la
parroquia; finalmente, también es la parroquia quien recauda la qüèstia o
impuesto señorial que los andorranos han pagado secularmente (y pagan
simbólicamente todavía hoy) a los copríncipes. Las parroquias, a su vez, con-
tribuyen a las finanzas generales del país por medio de otros impuestos: el
llot sirve para pagar los gastos originados por las sesiones ordinarias del Con-
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sell General12, el redre para compensar la matanza de fieras, como osos y
lobos, y los delmes o tributos eclesiásticos, que se pagan al obispado de Urgel. 

El mundo judicial también posee en Andorra unas peculiaridades deriva-
das del mantenimiento a lo largo de los siglos del derecho medieval de los
coseñores a impartir justicia. La justicia civil andorrana tiene tres grados o
instancias: el Tribunal del Batlle, el Jutge d’Apel.lacions y el Tribunal Superior.
Existen en Andorra cuatro batlles o bailes, dos por cada copríncipe, que ejer-
cen en primera instancia de instructores de los casos y dictan sentencia, que
puede ser recurrida a la instancia superior, unipersonal, constituida por el
Jutge d’Apel.lacions, que es nombrado alternativamente por un período de
cinco años por cada uno de los copríncipes. La tercera instancia o Tribunal
Superior permite al recurrente elegir entre el Tribunal Superior de Perpiñán
o el de la Mitra que, previo análisis del Delegado Permanente de cada
Copríncipe, lo remite al tribunal correspondiente. La justicia en materia
penal está en manos de los batlles, veguers, el Jutge d’Apel.lacions, el Ministeri
Fiscal, los Notaris-secretaris, los raonadors y el nunci. Los procedimientos
penales solamente tienen dos instancias, el Tribunal dels Batlles y el Tribunal
de Corts. El primero está constituido por dos batlles, uno de los cuales hace
las funciones de instructor, las apelaciones a sus sentencias pasan al Tribunal
de Corts, formado por dos veguers y el jutge d’apel.lacions. A lo largo del pro-
cedimiento el tribunal ha de escuchar el criterio de los raonadors, que son los
representantes del Consell General y que cumplen una función similar al de
la defensa. Finalmente, el derecho laboral, instaurado hace poco más de
veinte años, sigue los mismos pasos que el derecho civil, pero solamente exis-
ten dos instancias, la primera corresponde a los batlles y la segunda al jutge
d’apel.lacions.

No es mi intención ir más allá en la presentación del entramado institu-
cional andorrano, que acabo de esbozar. Tan sólo he pretendido alertar al
lector sobre la densidad de los elementos que nos conducen a un universo
de especificidades que, como señalaba hace un momento, ha constituido un
menú bien goloso para la multiplicidad de analistas que se han adentrado
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jurídica por cuya causa se reunía la “asamblea”.



por los vericuetos de las instituciones políticas, judiciales, económicas,
comunales o nacionales, populares o coprincipescas, que nos ofrece esta
diminuta, pero complejísima, formación social, especialmente por los ata-
vismos y supervivencias medievales que las caracterizan (Bécat, 1993; Bru-
tails, 1965; Llobet, 1986; Pujadas, en prensa; Vidal i Guitart, 1984; Viñas,
1989). La cuestión que intento responder aquí es qué función se le atribuye
por parte de los actores sociales andorranos a la conservación de todo el con-
junto de rasgos diacríticos que, durante el proceso de transición social, se
subrayan y reivindican como constituyentes de “la” tradición andorrana y
que constituyen el núcleo central de una identidad comunitaria que se
resiste a ser desplazada por los atributos constituyentes de la nueva sociedad
que los andorranos han ido construyendo a lo largo de los últimos dece-
nios13.

Existen, a mi entender, cuatro elementos básicos que ayudan a compren-
der las dificultades en el proceso de consolidación de una conciencia nacio-
nal andorrana, que las instituciones del Estado andorrano dicen promover.
En primer lugar, la reproducción de la identidad parroquial como eje cen-
tral del sentimiento primordial, tal como lo define Geertz (1992). La pri-
macía del parroquialismo sobre el sentimiento nacional nos muestra dos
realidades paradójicas y enfrentadas. La persistencia de la afiliación comu-
nal, entendida como resultado de una inercia social que entiende la parro-
quia y el quart como la comunidad básica de intereses y de solidaridad,
ahoga una participación activa en la búsqueda de las soluciones y alternati-
vas globales para los retos de futuro que tiene planteado el país, cuya depen-
dencia de las circunstancias políticas y económicas internacionales vuelve
muy frágil su actual modelo de desarrollo y puede plantear graves problemas
de futuro. Las estrategias y las soluciones de los problemas parroquiales pue-
den ser contradictorias con los del Estado-nación, pero el sentimiento parro-
quial, especialmente en las llamadas parroquias altas, tiende a mostrar
caminos divergentes, cuando no antagónicos, a aquellos que requiere el país
como un todo. 

Una expresión meridiana de esto es la práctica inexistencia de partidos
políticos con verdadera implantación nacional. El juego político en Andorra
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se teje a partir de alianzas entre partidos parroquiales y otras formaciones
con aspiración de partidos nacionales que, como máximo, tienen implanta-
ción en tres parroquias. Las mayorías de gobierno en Andorra, excepto en la
coyuntura actual con la Unió Liberal que ocupa el gobierno con mayoría
absoluta, se han constituido con el aporte de los votos de formaciones parro-
quiales que, para dar su apoyo, exigían contrapartidas específicas para sus
parroquias14. La crisis comercial andorrana, debida en buena medida al
ingreso español en la UE en 1986, requiere de un giro radical en las inver-
siones públicas, para ampliar la oferta turística andorrana, tanto en infraes-
tructuras como en red viaria y accesos más fáciles al Principado. Muchos de
estos proyectos urgentes pueden quedar bloqueados, debido tanto al sistema
fiscal andorrano como a la dispersión de esfuerzos que supone la fuerte
administración parroquial.

El segundo obstáculo para la plena cristalización de la conciencia nacio-
nal andorrana está relacionado con la tradicional dualidad que ha enfrentado
durante siglos a dos facciones de andorranos, la pro-francesa y la pro-obis-
pal. Si bien este enfrentamiento ya no es visible, quedan larvadamente algu-
nas consecuencias de la antigua presencia señorial en los Valles. La más
importante de ellas es la estructura escolar que en los últimos cien años ha
estado dominada por las escuelas españolas (públicas y privadas) y las escue-
las francesas (solamente públicas). Como señalaba acertadamente uno de
nuestros informantes, “aquí estamos haciendo ciudadanos franceses y espa-
ñoles, pero nadie hace andorranos”. La aparición de la Escuela Andorrana,
creada en 1982, que a los ojos de cualquier observador externo podía verse
como la punta de lanza de una política de Estado para nacionalizar el país,
surge por el contrario como la iniciativa de una minoría de padres, muchos
de ellos extranjeros (catalanes, en concreto), frente a la pasividad o incluso
la reticencia de significativos sectores de la clase política y de las élites socia-
les y económicas del país. Aún hoy, y a pesar de su clara consolidación, una
parte de las élites andorranas lleva a sus hijos a otras escuelas, especialmente
a los colegios religiosos, que siguen los planes de estudio españoles y ofrecen
sus programas en lengua catalana.
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El tercer obstáculo para la nacionalización de Andorra está en relación
con la atípica estructura demográfica del país, que tiene sus consecuencias
claras en el ámbito político y social. De acuerdo con el censo de 1995, de
los 63.859 habitantes de Andorra, solamente 12.445 eran ciudadanos
andorranos, esto es, el 19,5%, frente al 80,5% de residentes extranjeros.
Esta desproporción lleva a una percepción del proceso en términos de inva-
sión. Lo curioso es que este reto demográfico, en lugar de servir para acele-
rar el proceso de integración nacional, tiende a generar un repliegue hacia
posiciones comunitaristas, esto es, parroquialistas. Esto es lógico hasta
cierto punto ya que, mientras las estructuras parroquiales están perfecta-
mente consolidadas, las estructuras de carácter nacional todavía no están
suficientemente afianzadas. La mayoría de los andorranos tiene miedo a la
implantación de un Estado fuerte, especialmente entendido como un
Estado redistribuidor. Con muy pocas excepciones, el nivel de riqueza per-
sonal de los andorranos es muy elevado, con lo que un Estado reducido a
su mínima expresión garantiza el mantenimiento del privilegio de una fis-
calidad directa nula. Un Estado redistribuidor significaría a la larga que los
andorranos de origen tendrían que compartir su riqueza con una parte al
menos de los trabajadores residentes, cuyos hijos van adquiriendo la nacio-
nalidad poco a poco en los últimos años. Paradójicamente, y en contrapo-
sición con esta concepción anti-estatalista, el estado sirve para absorber a
buena parte de los titulados universitarios, hijos de andorranos y de resi-
dentes. No se ejerce la solidaridad con el Estado pero, hasta cierto punto,
sí se le exige a éste que cumpla de alguna manera una función social pri-
mordial, como es la de crear empleo directo. Tengamos en cuenta que hoy
en día hay más de 3.000 servidores públicos para una población de menos
de 64.000 personas. Eso quiere decir que casi el 5% de la población total
trabaja directamente para el Estado15.

El cuarto y último elemento de bloqueo para el surgimiento de una con-
ciencia nacional generalizada es de carácter simbólico y tiene que ver con las
representaciones que las andorranas y los andorranos hacen de su país.
Según Anderson (1991: 6) “La nación es una comunidad política imagi-
nada, e imaginada a la vez como inherentemente limitada y como soberana”.
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¿Responde Andorra a estas cuatro premisas: ser una comunidad, ser imagi-
nada, tener unos límites precisos y ser soberana? Vayamos por partes.

En primer lugar, ¿constituye Andorra una comunidad? Creemos, a partir
de lo que acabamos de analizar más arriba, que Andorra no es una comuni-
dad. Por el contrario, existen múltiples comunidades en Andorra que blo-
quean la cristalización de una única comunidad. Por un lado existen, como
mínimo, siete comunidades que dividen y atomizan a la población autóc-
tona, una comunidad por cada parroquia. Existen todos los elementos para
que así sea: existen relaciones cara a cara, todo el mundo conoce a todo el
mundo, existe por tanto control social, hay unas instituciones comunales
que garantizan el funcionamiento colectivo y la articulación entre los miem-
bros, existen unas relaciones clientelares perfectamente delimitadas y el ori-
gen de estas relaciones comunitarias se pierde para sus miembros en la noche
de los tiempos. Consideran todos ellos, por tanto, que la parroquia es una
comunidad natural16. Por otro lado, existen numerosas comunidades de resi-
dentes extranjeros, como la de los británicos de la parroquia de La Massana,
la pequeña comunidad hindú, la comunidad gallega con su intensa sociabi-
lidad semipública en cafés y tabernas o la comunidad portuguesa, junto a
muchas otras con perfiles más difusos. Al mismo tiempo, existe también un
asociacionismo formal de base cultural e identitaria pero que no corresponde
a los moldes comunitarios, sino societarios, como las asociaciones salman-
tina y castellano-leonesa, entre los inmigrados, o la asociación de Cases Velles
Andorranes que, bajo instrumentos típicos de la sociedad civil, pretende
reforzar el sentimiento de comunidad primordial andorrana, entendida aquí
sí como un todo.

En segundo lugar, ¿es Andorra una comunidad imaginada? Creemos que
sí. Es una comunidad imaginada, como cualquier otra nación, en varios sen-
tidos. Comparte una historia ancestral común, llena de episodios legenda-
rios, que remontan su origen hasta el mismísimo Carlomagno. Un hecho
histórico real y mitificado a la vez, como es el acto fundacional del sistema
de Coprincipado, a través de los Pariatges de 1278, constituye un foco inter-
pretativo al que todos los andorranos sin excepción atribuyen un significado
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unívoco. Una historia larga y densa para un pueblo que es muy consciente
de esa historia y que la reinterpreta constantemente, sienta las bases de una
“comunidad espiritual” que refuerza, en el nivel más abstracto y existencial,
un sentimiento de hermandad basado en unos símbolos, a los que se atri-
buye un sentido, una direccionalidad, un sentimiento común de trascen-
dencia. Existe también, en el dominio de las construcciones sociales, una
forma de ser atribuida a los andorranos, un carácter, que ellos aceptan como
un hecho y que responde a la expresión “hacerse el andorrano”. Ese carácter
reservado, vivo, astuto, individualista construye también, por la vía del este-
reotipo, un sentimiento compartido que trasciende los límites de las “verda-
deras” comunidades concretas, tangibles, como las parroquias.

En tercer lugar, ¿es Andorra una comunidad con límites precisos? Cree-
mos que no. Y éste constituye uno de los elementos más conflictivos del pre-
sente social y político andorrano. Andorra como país, como sociedad civil,
como país de servicios y una floreciente economía, necesita y requiere de la
inmensa mayoría de los inmigrados residentes que en ella viven y trabajan.
El proceso ha sido tan rápido, tan inesperado, que los dispositivos de la vieja
Andorra campesina, coprincipesca, federación parroquial, no han tenido
todavía la capacidad de asimilar más que a una ínfima parte de ese caudal
humano que ha contribuido de forma decisiva a construir la Andorra de
nuestros días. No puede renunciar a ellos, pero tampoco puede aceptarlos
sin más como miembros de pleno derecho de un Estado, de una ciudadanía,
que posee unas claves culturales y unos contenidos comunitarios muy espe-
cíficos y que colectivamente se desean preservar. Para que Andorra, como
comunidad imaginada, llegue a resolver este problema, se requiere un pro-
ceso de asimilación (de mutua asimilación diría yo) que permita ese ensam-
blaje simbólico y social a la vez. Aunque el ritmo es lento, las tendencias que
hemos podido observar se orientan hacia esa meta.

Finalmente, en cuarto lugar, ¿es Andorra una comunidad soberana? Lo es
en un sentido restringido, jurídico y político, ya que una mayoría de ando-
rranos votó en 1993 una Constitución que proclama, tras siglos de supedi-
tación a un sistema señorial, la soberanía popular y democrática de un
Estado social de derecho. Pero, tal vez, en un sentido simbólico e ideológico
Andorra no es soberana. El concepto de soberanía, que aparece en la Era de
las Luces y de la Revolución Francesa afirma este concepto de soberanía para
oponerlo a la legitimidad de los conceptos tradicionales de orden divino y
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dinástico, que operaban una naturalización de los sistemas monárquicos. En
todos aquellos casos en que el corte con el sistema tradicional se produce a
través de un proceso de ruptura, revolucionario o no, aparece un nuevo pan-
teón de héroes culturales, una nueva mística que consolida y refuerza el sis-
tema de representaciones de la comunidad soberana. 

En este caso, como en otros muchos que podrían aducirse, esta ruptura
no se produce y el concepto de comunidad andorrana, orientado hacia una
definición cultural e histórica, topa con presencias simbólicas dominantes
que niegan ese carácter de soberanía. Andorra sigue teniendo en el Manual
Digest, en el Politar Andorrà y en el precioso libro contemporáneo Andorra,
el meu país el registro escrito que describe con minuciosidad las actitudes, las
visiones y las estrategias culturales para mantenerse fiel a su tradición. Y esos
libros, esa letra impresa, siguen siendo el Talmud que define y organiza
colectivamente a los andorranos, aunque solamente sea ya en el plano sim-
bólico. Sus visiones siguen siendo válidas para la Andorra actual. Es posible
que en el futuro una Andorra unitaria (esto es, que supere la fuerte ruptura
entre autóctonos e inmigrantes), una comunidad de intereses, y a la vez una
comunidad mística, que polarice todo el sentido de pertenencia, la lealtad y
los sentimientos primordiales de sus miembros, logre construir nuevos refe-
rentes simbólicos que refuercen esta idea de soberanía frente a ese otro
pasado, todavía tan presente, que reduce el pueblo andorrano a la sumisión
y a la subalternidad jurídica, aunque su ingenio le permitiera disfrutar de
una gran libertad y autonomía de facto, merced a su gran capacidad de
desenvolverse dentro del dualismo señorial.

Agudamente, Viñas (1989: 34), comentando las modificaciones que el
Código de la Nacionalidad ha experimentado en los últimos años, afirma la
preeminencia del concepto de comunidad de cultura para definir y llenar de
contenido la idea de nación andorrana. Estamos absolutamente de acuerdo
con esta concepción que, no nos ha de sorprender, coincide con el concepto
de nación que se maneja en Francia y en España. Francia, merced sobre todo
al impulso de su gran revolución, introdujo la concepción jacobina y cen-
tralista de Estado como modelador de una nueva nación fraternal, soberana
y democrática, y consiguió abrirse paso frente a las identidades cantonales,
regionales, étnicas, dinásticas, teocráticas y lingüísticas de esas heterogéneas
piezas del viejo puzzle dinástico borbónico, que conformaban su territorio,
por unos medios que hoy tacharíamos de etnocidas, para imponer al fin una
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idea unitaria de nación, una verdadera comunidad imaginaria. Por su lado,
España, intentando copiar a imagen y semejanza de Francia su modelo cen-
tralista y homogeneizador, se encuentra a la mitad del camino con un sólido
resistencialismo nacionalista que obliga a la última Constitución española a
definir al Estado como plurinacional, aunque no se utilice exactamente este
término. Posiblemente, por otro lado, ese proceso de homogeneización no
llegue nunca a instaurarse en España, pues los tiempos exigen, como
mínimo en el nivel de lo retórico y de lo “políticamente correcto”, otro tipo
de sensibilidad, junto al respeto hacia las minorías culturales y lingüísticas.

Andorra, de entre todos los micro-estados europeos, es el que más posi-
bilidades tiene de llegar a consolidar un proyecto de estado-nación, como el
que queda esbozado en su Constitución de 1993. Tiene ante sí, sin embargo,
un largo camino por recorrer y debe, por otro lado, optar por uno de los
muchos modelos alternativos que la realidad etnopolítica internacional le
ofrece (Keating, 1996; Kymlicka, 1996; Guibernau, 1997). Parece inevita-
ble una acción del Estado andorrano que construya una vía para resolver la
actual situación de segregación social y política que se deriva de esa anormal
estructura demográfica, en un país en el que las tres cuartas partes de la
población son extranjeras. Hasta el presente el Estado y la sociedad del Prin-
cipado han adoptado siempre actitudes a la defensiva como medio para pro-
teger, tanto los valores de la sociedad andorrana “tradicional”, como para
garantizar los privilegios de los andorranos originarios.

Sin embargo, construir una nación, sobre las bases que proporciona la
existencia de un verdadero Estado, tras la aprobación de la Constitución y
la superación del poder señorial de corte medieval, no es algo que pueda
hacerse sin tomarse en cuenta los profundos cambios culturales, sociales y
demográficos a los que ha conducido el cambio en su modelo económico
(Comas d’Argemir, en prensa). Negar la evidencia de estos profundos cam-
bios, refugiándose en una identidad primordialista, evocadora del pasado
agroganadero y de una especificidad institucional, de profundas raíces his-
tóricas, que ha sido modificada por la voluntad de los andorranos en su
aspecto medular, supone no hacer frente a los retos que reclama la nueva
situación del país. Existe una imperiosa necesidad de definir una nueva ciu-
dadanía que, sin necesidad de renunciar a los símbolos identitarios del
pasado histórico andorrano, cree espacios simbólicos, sociales y jurídicos
para que ese amplísimo sector social inmigrado pueda construir sus propios
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referentes y su sentimiento de pertenencia, en el marco de un proceso de
inserción económica, social y político-institucional.

¿Debe, puede o es útil confundir nacionalidad y ciudadanía? Identificar
estos dos términos supone plantear una construcción del Estado uniformi-
zadora y homogénea, basada en la unidad de cultura heredada de la tradi-
ción y la costumbre andorrana. Separar ambos conceptos permite concebir
el Estado de una forma plural e, incluso, multicultural. Teniendo en cuenta
la desproporción demográfica, así como la propia crisis de transformación de
los referentes identitarios de las comunidades andorranas de origen, parece
más pragmático, menos conflictivo, optar por la segunda vía, la de la multi-
culturalidad, estipulando eso sí unas reglas sociales claras, entre las cuales,
sin duda alguna, la oficialidad de la lengua catalana ha de dar origen a polí-
ticas que impulsen y refuercen el uso social del catalán, aún aceptando la rea-
lidad plurilingüe que caracteriza y seguirá caracterizando seguramente a esta
nueva Andorra del siglo XXI.
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